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en la pensión de viudedad, la norma atiende aquí en
todos los casos a auténticas situaciones de necesidad,
dada la incompatibilidad de esta pensión con la per­
cepción de ingresos propios por parte de los beneficia­
rios. Su función debe ser considerada como el otorga­
miento de rentas de subsistencia a quienes, por carecer
de todo tipo de ingresos, se encuentran en un estada
de necesidad. Por ello, cualquier juicio de igualdad del
precepto cuestionado resulta menos problemático y más
transparente. En principio, ante la contingencia derivada
lIel fallecimiento del causante a cuya atención y cuidado
han dedicado sus vidas y con cuyos ingresos se han
mantenido, los familiares de uno y otro sexo, que carez­
can de medios propios de vida, se encuentran por ello
en la misma situación de necesidad. De modo que a
ambos debe otorgarse igual grado de protección. Así
las cosas, las diferencias de trato en el acceso a la pen­
sión en favor de familiares, únicamente pueden venir
justificadas si existe realmente una causa objetiva y razo­
nable y sea proporcionada a la misma.

Desde esta parspectiva no se aduce por parte del·
defensor de la norma ninguna razón que acredite su
justificación. Es claro que la situación de necesidad no
es invocable en ningún sentido, porque, como se ha
señalado, éste concurre por igual en todos: Los actuales
beneficiarios y los eventuales titulares de este derecho.
Se podría tener en cuenta eventualmente la pervivencia
de la situación sociológica y familiar de la mujer y las
distintas y más graves necesidades de las hijas o her­
manas. Pero tampoco puede aceptarse esta justificación,
porque, aun cuando se quisiera fundar la acción de favo­
recimiento en una consideración no igual de la mujer,
se haría .sobre la base de suponer erróneamente que

.esa situación de necesidad no afecta nunca al varón.
y en el presente caso estamos ante situaciones de nece­
sidad idénticas en su inicio. Así pues, al carecer de jus­
tificación razonable la diferenciación por razón de sexo
en el régimen de acceso a las prestaciones en favor
de familiares, no queda más remedio que considerar
incompatible la redacción originaria del arto 162.2
L.G.S.S. con el principio de igualdad y no discriminación

.por razón de sexo que consagra el arto 14 C.E.

5. Al objeto de restablecer la igualdad quebrada por
las diferenciaciones normativas es preciso, por último,
valorar el efecto de la desigualdad en función del canon
aplicable. en el área regulada, esto es, en nuestro caso
específico, atendiendo a los supuestos de necesidad
cubiertos por la norma.

Ante la desigualdad de trato normativa, cabe, en prin­
cipio, equiparar por arriba, suprimiendo las restricciones
o exclusiones injustificadas establecidas por el legislador
con la consiguiente extensión del beneficio a los dis­
criminados. Esta posibilidad de opción se ha materia­
lizado en muchos casos, en particular con los viudos
postergados por el régimen de acceso a la pensión de
viudedad (entre otras. las SSTC 103/1983 y 104/1983).
Esta asimilación de los beneficios por parte del sujeto
excluido no es, con todo, generalizable. No siempre la
solución a un régimen jurídico diferenciador de acceso
a un derecho o prestación consiste en extender o gene­
ralizar las condiciones más favorables que disfruta el
beneficiario. Se asegura. asimismo, una satisfacción igua­
litaria de derechos e intereses entendiendo que ha de
desaparecer el privilegio injustificado o arbitrario (SSTC
28/1992 y ·114/1992); tal ocurre cuando el beneficio
otorgado parte de una condición o razón social que impli­
ca una discriminación. esto es, cuando constituye una
excepción articulada sobre un criterio de diferenciación
constitucionalmente inaceptable.

Situados en este marco, el arto 162.2 LGSS, en tanto
que introduce el sexo como factor diferencial de la situa-

ción jurídica que contempla, lleva a considerar que el
tratamiento favorable a las hijas y hermanas que allí
se contiene está falto de fundamento racional. por lo
que no debería ampliarse el beneficio a los hijos y her­
manos, ya que se configuraría como un privilegio injus­
tificado de las mujeres. Pero ello no explica toda la rea­
lidad, pues, al margen de que el legislador utilice un
criterio expresamente prohibido y sin justificación obje­
tiva alguna, hay que ponderar el dato de que la norma
regula una situación de necesidad que se conecta con
la obligación impuesta a los poderes públicos por el
arto 41 C.E. de mantener un régimen público de Segu­
ridad Social que garantice la asistencia y prestaciones
sociales suficientes en situaciones de necesidad. La hija
y hermana reciben protección no sólo en razón de su
condición femenina, de mujeres apartadas de las labores
profesionales, sino también en función de las necesi­
dades derivadas del defecto de ingresos producido como
consecuencia de la muerte del causante. La norma dis­
pensa una protección frente a la pobreza. Atribuye una
pensión al que, al tiempo de fallecer el padre o hermano
causante, se queda sin auxilio económico. Es en este
sentido una específica manifestación de la garantía ins­
titucional de la Seguridad Social que permite asegurar
una cierta protección ante una situación de objetiva
necesídad.

En atención a todo lo expuesto procede, pues, decla­
rar la inconstitucionalidad de la mención del apartado
2.° del arto 162 L.G.S.S. relativa a «hijas o hermanas».

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Declarar inconstitucional el inciso del apartado 2.°
del arto 162 de la Ley General de la Seguridad Social.
Decreto Legislativo 2.065/1974, de 30 de mayo, en
cuanto excluye a hijos y hermanos.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon y
González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Alvaro
Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Rafael de
Mendizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pe­
dro Cruz Villalón.-earles Viver Pi-Sunyer.-Firmado y
rubricado.

Pleno. Sentencia 411993. de 14 de enero.
Conflicto positivo de competencia
1.25611987. Promovido por el Gobierno de
la Nación en relación con la disposición tran­
sitoria del Decreto 38/1987. de 7 de abril.
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de
Canarias, por el que se modifica el Reglamen­
to de Organización y Funcionamiento del Con­
sejo Consultivo de Canarias.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente,
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Alva­
ro Rodríguez Bereijo, don Vicente Gimeno Sendra, don
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José Gabaldón López. don Rafael de,Mendizábal Allende.
don Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz Villa­
Ión y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

, la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm.
1.256/87. promovido por el Gobierno de la Nación.
representado por el Abogado del Estado. frente al Gobier­
no de la Comunidad Autónoma de Canarias. en relación
con la disposición transitoria del Decreto 38/1987. de
7 de abril. por el que se modifica el Reglamento de
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo
de Canarias. publicado en el «Boletín Oficial de la Comu­
nidad Autónoma de Canarias» núm. 66. de 25 de mayo
de 1987. Ha comparecido el Gobierno de la Comunidad
Autónoma de Canarias. representado por el Letrado de
sus Servicios Jurídicos don Javiar Varona GÓmez-Acedo.
y ha sido Ponenta el Magistrado don Alvaro Rodrfguez
Bereijo. quien expresa el parecer del Tribunal. .

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado da
Guardia el 28 de diciembre de 1987 y registrado en
este Tribunal el día siguiente. el Abogado del Estado.
en la reprasentación que legalmente ostenta y tras haber­
sido rechazado el correspondiente requerimiento de
incompetencia. planteó conflicto positivo frente al
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias -ha­
ciendo expresa invocación del art 161.2 de la Cons­
titución-. por entender que la disposición transitoria del
Decreto 38/1987. de 7 de abril, por el que se modifica
el Reglamento de Organización y Funcionamiento del
Consejo Consultivo de Canarias. publicado en el «Boletín
Oficial de la Comunidad Autónoma de Canarias» núm.
66. de 25 de mayo de 1987. no respeta el orden de
competencias establecido en la Constitución y en el Esta­
tuto de Autonomía de esa Comunidad.

2. Se fundamenta la impugnación en las siguientes
consideraciones. sintéticamente expuestas:

a) Entiende el Gobierno de la Nación que la citada
disposición transitoria. según la cual «quienes hubieren
sido seleccionados para ocupar provisionalmente plazas
de funcionarios del Consejo y estuvieren prestando sus
servicios al mismo en la actualidad. podrán acceder a
las plazas vacantes y dotadas del Consejo mediante la
superación de las oportunas pruebas especfficamente
convocadas y resueltas por el Pleno del Consejo. que
actuará de Tribunal calificador». oonfigura un supuesto
de acceso restringido al órgano consultivo de la Comu­
nidad que infringe el principio de selección de personal,
de acuerdo con la oferta de empleo público. mediante
convocatoria pública y a través de concurso. ,oposición
o concurso-oposición libre. principio contenido en el arto
19.1 de la Ley 30/1984. de 2 de agosto. de Medidas
para la Reforma de la Función Pública. que se considera
básico del régimen estatutario de los funcionarios públi­
cos. y dictado al amparo del arto 149.1.18 de la Cons­
titución. aplicable. por tanto. al personal de todas las
Administraciones Públicas. tal y como se especifica en
el arto 1.3 de la referdia Ley estatal.

Para el Abogado del Estado. uno de los principales
fines de la Ley 30/1984 es acabar con el sistema de
pruebas restringidas de acceso a la función pública -que
únicamente legitima situaciones de hecho generadas
con garantías insuficientes-. y poner. fin al sistema de

contratados adminsitrativos .,-propiciador. ta'mbien. de
accesos cuestionables JI la función pública y determi­
nante de una situación permanente de inseguridad juri­
dica-. Estos propósitos del Legislador se evidencian cla­
ramenta en el arto 19 de lil Ley 30/1984 y en I,a dis­
posición adicional cuarta de la misma. normas -ambas-.
básicas. a tenor del arto .1.3 de la Ley.

En el arto 19.1 se establece como medio de seleoción
de personal la convocatoria pública. a través del sistema
de concurso. oposición o concurso-oposición libre. «en
los que se garanticen en todo caso los principios cons­
titucionales de igualdad. mérito y capacidad. así como
el de publicidad». Excepción a este precepto -continúa
el Abogado del Estado- es lo dispuesto en la disposición
transitoria sexta -especialmente en su apartado 4-. que
permite que las Comunidades Autónomas puedan con­
vocar excepcionalmente pruabas restringidas para el per­
sonal contratado; excepción. en todo caso. justificada
por las dificultades que para su puesta en funcionamien­
to han padecido las Administraciones autonómicas.

b) De otro lado. la disposición adicional cuarta de
la Ley 30/1984 establece la prohibición de celebrar nue­
vos contratos de colaborac,ión temporal en régimen de
derecho administrativo.

De la conjunción entre esta disposición y el meritado
arto 19 resulta un sistema de racionalización del acceso
a la función pública que. con la sola excepción -a favor
de las Comunidades Autónomas y para aquellos con­
tratados que hayan ingresado antes del 15 de marzo
de 1984-de la antes mencionada disposición transitoria
sexta. núm. 4. queda definitivamente cerrado.

Entiende al Abogado del Estado que en la disposición
desencadenante del presente conflicto se establece una
autorización de pru.ebas de acceso en turno restringido
que contradice abiertamente lo establecido en la Ley
del Parlamento de Canarias 4/1984. de, 6 de julio. del
Consejo Consultivo de Canarias. la cual distingue en sus
arts. 19 y siguientes. al tratar del personal del Consejo.
entre el Cuerpo de Letrados y el resto de las plazas
de personal. Estas últimas serán cubiertas por funcio­
narios de la Comunidad Autónoma (art. 20). por lo que
ha de entendersa que el personal a que se refiere la
disposición transitoria del Decreto 38/1987 es el que
se encuentra ocupando provisionalmente plazas de
Letrado. debiendo tenerse en cuenta que la disposición
transitoria segunda de la Ley 4/1984. de 6 de julio.
prohíbe que el desempeño de funciones de Letrado pue­
da ser considerado como mérito en las bases del con­
curso-oposición que haya de convocarse para seleccio­
nar a los funcionarios del Cuerpo de Letrados.

Apunta al Abogado del Estado la posibilidad de que
al redactar la disposición transitoria del Decreto
38/1987 se haya pensado que la autorización de las
pruebas especiales de aoceso viene amparada en la dis­
posición transitoria noven;¡. apartados 2 y 3. de la Ley
2/1987. de 30 de marzo. de la Función Pública Canaria.
Sin embargo. la disposición ahora impugnada no puede
ampararse en la de la Ley canaria 2/1987. ya que. por
un lado. se ha ido más allá de lo dispuesto en el apartado
2 de esta última -al no haberse concretado al personal
interino o contratado con anterioridad al 22 de agosto
de 1984- y. por otro. si pretende ampararse en el apar­
tado 3 ha de tanerse en cuenta que contra el mismo
se ha interpuesto un recurso de inconstitucionalidad por
el Presidente del Gobierno, de la Nación.

,c) Afirmando que la vulneración da las normas bási­
cas estatales es en todo caso patente y remitiéndose
a las alegaciones vertidas con ocasión del recurso de
inconstitucionalidad intapuesto contra la Ley canaria
2/1987. el Abogado del Estado concluye suplicando da
este Tribunal dicte Sentencia por la que se declare la
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titularidad estatal de la competencia controvertida. Asi­
mismo. invocando el art. 161.2 de la Constitución. soli­
cita· que se acuerde la suspensión de la vigencia y apli­
cación de la norma objeto del conflicto.

3. Por providencia de 13 de octubre de 1987. la
Sección Tercera de este Tribunal Constitucional admitió
a trámite el conflicto positivo de competencia Y. dado
traslado al Gobierno de la Comunidad Autónoma de
Canarias para que presentara alegaciones. el Letrado
de sus Servicios Jurídicos. don Javier Varona Gómez­
Acedo. las registró en este Tribunal el 10 de noviembre
de 1987.

a) Tras referirse a la definición que de los conflictos
de competencia se contiene en la Sentencia de. este
Tribunal de 28 de abril.de 1983. señala el Gobierno
canario que en el requerimiento del Gobierno se sostiene
que la disposición reglamentaria objeto del conflicto vul­
nera disposiciones básicas del Estado. especialmente las
contenidas en el art. 19.1 y en la disposición adicional
cuarta de la Ley 30/1984. pero -al margen del discutido
carácter básico de la citada disposición adicional- ni
se invoca ni se fundamenta qué título competencial pu&­
de esgrimir la Administración Central para recabar como
propia la competencia para regular el sistema de acceso
específico del personal funclonano del Consejo Consul­
tivo de Canarias.

b) La disposición transitoria objeto del conflicto
-continúa el Gobierno canario-prevé efectivamente la
posibilidad de acceso de los funcion~lrios provisiona.l~s
del Consejo a las plazas vacantes mediante la superaclon
de pruebas específicas convocadas y resueltas por el
Pleno del Consejo; Consejo que es un organismo con­
sultivo propio de la Comunidad. creado al amp~ro de
lo previsto en el arto 43 del Estatuto de Cananas. La
Comunidad Autónoma de Canarias tiene competencia
exclusiva en la «organización. régimen y funcionamiento
de sus Instituciones de Gobierno» (art. 29.1 del Estatuto)
y desarrollo legislativo y ejecución. en el. marco de. la
legislación básica del Estado. en el «régimen Jurídico
de la Administración canaria y de sus funcionarios» (art.
32.2 del Estatuto). Por ello. el' Gobierno de Canarias.
que cuenta además con la potestad reglamentaria gen&­
ral (art. 14.2 del Estatuto). está expresamente habilitado
-en virtud de la disposición final segunda de la Ley terri­
torial 4/1984. del Consejo Consultivo de Canarias. y
de la Ley 2/1987. de la Función Pública Canaria- para
dictar la disposición conflictiva.

c) Concluye el Gobierno de Canarias que. para salvar
la evidente inadecuación procesal en que incurre el pr&­
sente conflicto. no puede acudirse al rebuscado argu­
mento de que al Estado corresponde la regulación básica
del régimen estatutario de los funcionarios (art. 149.1.18
de la Constitución). Tan alambicada argumentación no
es admisible en el presente supuesto. ya que la norma
objeto de conflicto. ni por su naturaleza. ni por su c~m­
tenido. puede entenderse desarrollo de las normas basl­
cas estatales en la materia. Tal desarrollo legislativo tiene
su tratamiento de la Ley 2/1987. de la Función Pública
Canaria. de la que la disposición conflictiva es evidente
aplicación. En cualquier caso. señala el Gobierno canario
que el único objeto posible del presente conflicto. la
competencia controvertida. pertenece a la Comundad
Autónoma de Canarias. solicitándose, en consecuencia,
de este Tribunal que dicte Sentencia en tal sentido.

4. Mediante Auto de 22 de marzo de 1988. el Pleno
del Tribunal acordó mantener la suspensión de la dis­
posición transitoria del Decreto del Gobierno de Canarias
38/1987. de 7 de abril.

5. El Pleno, por providencia de 12 de enero de 1993.
acordó señalar el día 14 del mismo mes y año para
la deliberación y votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente conflicto positivo de competencia.
promovido por el Gobierno de la Nación en relación con
la disposición transitoria del Decreto del Gobierno de
la Comunidad Autónoma de Cananas 38/1987. de 7
de abril. por el que se modifica el Reglamento de Orga­
nización y Funcionamiento del. Consejo Consultlv!? de
Canarias. suscita. en lo sustancial. Similar problematlca
a la que ya se planteó con ocasión del recurso de mcons­
titucionalidad 928/87. promOVido por el Presidente del
Gobierno contra la disposición transtoria novena. 3.° y
4.°. de la Ley canaria 2/1987. de 30 de marzo. el cual
fue resuelto por la STC 151/1992. de 19 de octubre.

La norma reglamentaria objeto de la controversia
competencial -la disposición transitoria del refendo
Decreto 38/1987. de 7 de abril- dispone que «qUienes
hubieren sido seleccionados para ocupar provISional­
mente plazas de funcionarios del Consejo y estuvieren
prestando sus servicios al mismo en la actualidad. podrán
acceder a las plazas vacantes y dotadas del Consejo
mediante la superación de las oportunas pruebas espe­
cíficamente convocadas y resueltas por el Pleno del Con­
sejo, que actuará de Tribunal calificador».

La norma controvertida prevé. pues. unas pruebas
restringidas para el acceso a la condición funcionarial
en el Consejo Consultivo de Cananas que quedan cir­
cunscritas a aquellos que hubieren Sido seleCCionados
para ocupar provisionalmente plazas de funclonanos del
consejo y estuvieren prestando sus servicIos al mismo.
Es precisamente ese carácter restnngldo el que motiva
la impugnación del Estado. por cuanto. entre otras razo­
nes y en lo que principalmente interesa. contradice lo
dispuesto en el arto 19.1 de la Ley 30/1984.. ~e 2. de
agosto, de Medidas para la Reforma de la Funclon Publi­
ca. que, con el carácter de básico. dictado al amparo
de la competencia que al Estado le atnbuye el arto
149.1.18.· de la Constitución. prohíbe dichas pruebas
restrin"gidas. sin que. de otra parte. la excepción. que
ha previsto la disposición transitoria sexta. 4. de la misma
Ley 30/1984. de 2 de agosto. pueda llegar a dar cober·
tura a la norma autonómica impugnada. dado que la
excepción ha quedado circunscrita por la necesaria con­
currencia de unos requisitos que no concurren en la
referida norma autonómicas.

2. Planteada la controversia en la forma expuesta.
es claro que la premisa de la que arranca la argumen­
tación del Abogado del Estado resulta correcta. En efec­
to. en la STC 151/1992, fundamento jurídico tercero.
ya hemos concluido que el arto 19.1 de la Ley 30/1984.
de 2 de agosto, define como elemento básico de la regu­
lación de las Administraciones Públicas la eliminación
de las llamadas convocatorias o turnos restringidos. las
cuales. como regla general. no podrán ser puestas en
prácticas por las Administraciones autonómicas para la
selección de su personal funcionarial. Por ello. de acuer­
do con el referido arto 19.1. el acceso a la función pública
ha de articularse a través de' convocatorias públicas o
abiertas. a no ser que concurran las circunstancias a
las que el propio Legislador estatal ha condiCionado la
posibilidad de que las Comunidades Autónomas puedan
excepcionalmente realizar convocatonas en turno~ res­
tringidos para quienes. no ostentando la condlClon de
funcionarios de carrera. presten ya. sm embargo. ser­
vicios en sus correspondientes Administraciones. Tal es.
en concreto. el caso de la disposición transitoria ~exta.

4.°, de la Ley 30/1984. de 2 de agosto. 9ue preve una
excepción a la regla general del arto 19. 1 de la misma
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EN NOMBRE DEL REY

FAllO

Ha decidido

SENTENCIA

Pleno. Sentencia 5/1993. de 14 de enero.
Cuestiones de in constitucionalidad
692/1990, 1.477/1990. 1.689/1990.
170/1991 Y 705/1991 (acumuladas). En
relación con determinado inciso de la Dispo-

. sición adicional tercera de la Ley Orgánica
3/1989. de 21 de junio. de actualización del
Código Penal.

3859

la siguiente

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Presidente;
don luis lópez Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la' Vega Benayas. pon José
Gabaldón lópez. don Rafael de Mendizábal Allende, don
Julio González Campos. don Pedro Cruz Villalón y don
Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

En las cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas
núms 692/90. 1.477/90. 1.689/90. 170/90 Y
705/91, promovidas por el Juzgado de Primera Instancia
de Ordes (la Coruña); por supuesta inconstitucionalidad
de la expresión «desde la fecha del siniestro» contenida
en la Disposición adicional tercera de la ley Orgánica
3/1989. de 21 de Junio. de actualización del Código
Penal. Han comparecido V formulado alegaciones el Fis-

ajustarse a los supuestos excepcionales fijados por la
disposición transitoria sexta. 4.°. de la misma ley.

Consecuentemente. la norma autonómica impugnada
vulnera la distribución competencial resultante del arto
149.1.18 de la Constitución. por cuanto. al igual que
dijimos en la STC 151/1992. fundamento jurídico pri­
mero. al contradecir a la ley básica estatal invade el
ámbito material de lo básico así delimitado. incurriendo
por ello en un vicio de incompetencia vulnerador del
referido orden constitucional" de distribución de com­
petencias.

Que la disposición transitoria del Decreto del Gobier­
no de Canarias 38/1987. de 7 'de abril, es contraria
al orden constitucional de competencias y, por consi­
guiente. se declara nula.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a catorce de enero de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-luis lópez Guerra.-Fernando García-Mon y
González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Alvaro
Rodríguez Bereijo.-Vicente, Gimeno Sendra.-José
Gabaldón lópez.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio
Diego González Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles
Viver Pi-Sunye.r.-Firmado y rubricados.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

ley. al permitir que los Consejos de Gobierno de las
Comunidades Autónomas puedan convocar restringida­
mente pruebas específicas de acceso a la funcíón
pública.

De este modo. no cabe ahora sino reiterar (STC
151/92. fundamento jurídico tercero in fine) que «la
actuación de las Comunidades Autónomas convocando
pruebas restringidas. se llevará a cabo dentro de su ámbi­
to competencial, siempre que se produzca en los supues­
tos y con los requisitos exigidos por la propia disposición
transitoria citada: Si se produjera fuera de tal supuesto
vulneraría la norma general. de carácter básico. conte­
nida en el arto 19.1 de la ley, que prohíbe, como se

. ha dicho. las pruebas restringidas para la selección del
personal de las Administraciones Públicas. la normación
básica estatal a tomar como punto de referencia se inte­
gra así, lógicamente, por el arto 19.1 y la disposición
transitoria sexta que venimos citando».

3. Finalmente, nos resta por examinar si la norma
reglamentaria autonómica impungada que contradice la
prohibición del art.19.1 de la ley 30/1984, de 2 de
agosto, puede subsumirse en el supuesto excepcional
que se ha previsto en la disposición transitoria sexta.
4.°. de la misma ley. lo que merece una respuesta nega­
tiva y ha de conducirnos a la estimación del conflicto
planteado y a declarar que la norma autonómica cues­
tionada vulnera el orden constitucional de distribución
de competencias. correspondiendo al Estado la titula­
ridad de la competencia controvertida.

la norma básica de excepción -la disposición tran­
sitoria sexta, 4.°. de la ley 30/1984. de 2 de agosto-.
queda delimitada ,por la necesaria concurrencia de dos
requjsitos fundamentales. Uno de carácter personal. con­
sistente en que las pruebas restringidas se dirijan a quie­
nes tuviesen la condición de «contratados administra­
tivos» en expectativa de acceso a su respectiva función
pública. y un segundo, de carácter temporal. que limita
esa posibilidad a aquellos que hubieran sido contratados
mediante convocatorias públicas con anterioridad al 15
de marzo de 1984.

Pues bien. en la norma autonómica objeto del con­
flicto no concurren simultáneamente los requisitos seña­
lados, lo que justifica la conclusión ya anticipada.

De una parte. las pruebas restringidas que vienen
a habilitarse quedan referidas a «quienes hubieren sido
seleccionados para ocupar provisionalmente plazas de
funcionarios del Consejo», es decir. a funcionarios de
empleo interinos. razón por la cual no cabe englobar
el supuesto en la disposición transitoria sexta. 4.°. de
la ley 30/1984, que específicamente se refiere a los
contratados administrativos y qu~. por ello mismo. impo­
sibilita cualquier interpretación extensiva comprensiva
de otras categorías funcionariales. máxime cuando la
propia disposición transitoria sexta. 2.°. expresamente
prevé que. respetando el repetido principio básico de
convocatorias públicas y libres. en el desarrollo de las
correspondientes pruebas selectivas de acceso a la con­
dición de funcionarios de carrera puedan valorarse los
servicios efectivos prestados por los funcionarios inte­
rinos.

y en lo que atañe al requisito de carácter temporal,
es obvio que la norma básica estatal tampoco da cober­
tura a la norma autonómica. pues ésta. publicada en
el «Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de Cana­
rias» núm. 66. de 25 de mayo de 1987. extiende la
excepción a la exigencia de convocatoria libre a quienes
«estuvieren prestando sus servicios al mismo en la actua­
lidad», con lo que también en este extremo la disposición
impugnada contradice las bases estatales sentadas en
el arto HU de la ley 30/1984, de 2 de agosto. al no


